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Procede la Sala a decidir el recurso de apelación impetrado por el investigado contra la sentencia del 29 de octubre de 2010 proferida por la Sala Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Cundinamarca, con ponencia de la magistrada LUZ HELENA CRISTANCHO ACOSTA
, mediante la cual declaró responsable disciplinariamente al doctor HUGO HERNANDO MORENO MUNÉVAR, en su condición de Juez 37 Civil del Circuito de Bogotá, sancionándolo con un (1) mes de suspensión en el ejercicio del cargo, por incurrir en el incumplimiento del deber funcional previsto en el numeral 1° del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, en concordancia con el artículo 108 ibídem y los numerales 3 y 5 del Acuerdo 2915 de 2005 del Consejo Superior de la Judicatura-Sala Administrativa.

HECHOS Y ACTUACIÓN PROCESAL

1.- Dio origen al presente diligenciamiento, los oficios SA 0962/2007 de febrero 26 de 2007 y SA 5803/2007, dirigidos al Juzgado 37 Civil del Circuito de Bogotá por la doctora MARÍA LEONOR VILLAMIZAR CORZO, Magistrada de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, mediante los cuales puso en conocimiento que revisando la base de datos sobre la oportuna rendición de la estadística trimestral SIERJU, se pudo constatar que ese Despacho Judicial no ha reportado las correspondientes al segundo, tercero y cuarto trimestre del año 2006, y segundo trimestre del año 2007  (fls. 1, 10 c.o.).

2.- Allegada la actuación al Magistrado de instancia que por reparto le correspondió su conocimiento, con auto del 31 de mayo de 2007, avocó conocimiento, disponiendo adelantar indagación preliminar, en cumplimiento del artículo 150 de Ley 734 de 2002, a fin de esclarecer la conducta del funcionario inculpado, y si la misma es constitutiva de infracción disciplinaria, o en caso dado, si tal proceder está justificado a la luz de las normas disciplinarias, disponiéndose a la vez varias pruebas con tal propósito (fl. 5 c.o.), obteniéndose lo siguiente:

- La Dirección de Gestión Humana de la Alcaldía Mayor de Bogotá, mediante oficio radicado el 24 de septiembre de 2007  informó que “revisado el libro 8 en el folio 44, en referencia al Juzgado Treinta y Siete Civil del Circuito de Bogotá, aparece una nota al margen con el siguiente texto: “El doctor HUGO HERNANDO MORENO MUNERA, por vía telefónica confirma su traslado del Juzgado Segundo Civil del Circuito de Florencia Caquetá, quien entro a ejercer el cargo el 16 de marzo de 2001, con cédula de ciudadanía 17.091.021; T.P. 34324, dirección calle 115 No 40-70 apto 208, teléfono 2156157”. Teniendo en cuenta lo anterior y por tratarse de un traslado horizontal no existe acta de posesión en los archivos de esta Dirección”. (fl. 9 c.o.).
3.- El Magistrado ponente A quo mediante auto del 25 de enero de 2008, dispuso vincular a esta indagación preliminar al doctor HUGO HERNANDO MORENO MUNERA, quien para la época de los hechos se desempeñaba como Juez 37 Civil del Circuito de Bogotá (fl. 14 c.o.); ordenándose pruebas, de las cuales se recaudaron:
3.1.- La Procuraduría General de la Nación certificó el 2 de julio de 2008, que el doctor HUGO HERNANDO MORENO MUNÉVAR, no registra sanciones ni inhabilidades vigentes (fl. 32 c.o.).

3.2.- La Secretaría Judicial de esta Sala certificó el 27 de junio de 2008, que el doctor HUGO HERNANDO MORENO MUNÉVAR, no registra sanciones disciplinarias en su contra (fl. 34 c.o.).

4.- Mediante providencia del 17 de junio de 2008, se dispuso la apertura de investigación disciplinaria formal en contra del doctor HUGO HERNANDO MORENO MUNERA, en su condición de Juez 37 Civil del Circuito de Bogotá, para la época de los hechos, por cuanto no remitió presuntamente de manera oportuna la información estadística del despacho correspondiente al segundo, tercero y cuarto trimestre del año 2006, y segundo trimestre del año 2007 (fls. 16-19 c.o.); siendo ordenadas varias pruebas, teniéndose el siguiente recaudo

4.1.- La Secretaría General de la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura de Cundinamarca, mediante oficio del 8 de julio de 2008 allegó anexo dos folios, donde consta que el Juez 37 Civil del Circuito de Bogotá mediante oficio del 28 de febrero de 2007 remitió en medio magnético -diskette- a la doctora MARÍA LEONOR VILLAMOZAR CORZO, Magistrada de la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura de Cundinamarca, la información estadística correspondiente al segundo, tercero y cuarto trimestre de 2006 (fls. 28-29 c.o.).

4.2.- El disciplinable remitió oficio del 14 de julio de 2008 informando que las personas encargadas de elaborar las estadísticas para las fechas requeridas, eran el Secretario de ese despacho señor JAIME AUGUSTO PEÑUELA QUIROGA y el Juez; que debido al cúmulo de trabajo que se presentó para esa época, dada la gran cantidad de tutelas que se conocen por parte de los Jueces Civiles del Circuito, y ante la imposibilidad de tener un empleado más que se encargara de retomar los datos, no se remitió tal información dentro de los términos legales (fl. 30 c.o.).

4.3.- El Jefe de Talento Humano de la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial Bogotá - Cundinamarca, mediante oficio del 17 de septiembre de 2008 certificó el salario devengado por el inculpado para la época de los hechos (fl. 33 c.o.).

4.4.- La Secretaría del Tribunal Superior de Bogotá mediante oficio del 29 de marzo de 2009, remitió copia de la Resolución No. 0072 del 28 de febrero de 2001, por medio de la cual la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura ordenó el traslado al doctor HUGO HERNANDO MORENO MUNÉVAR al Juzgado 37 Civil del Circuito de esa ciudad (fls. 37-39 c.o.). 

5.- Conforme providencia del 15 de mayo de 2009, La Sala a quo formuló pliego de cargos contra el doctor HUGO HERNANDO MORENO MUNÉVAR,  en su condición de Juez 37 Civil del Circuito de Bogotá, al encontrarlo presuntamente incurso en la falta prevista en el artículo 153 numeral 1º de la Ley 270 de 1996, en concordancia con el artículo 108 ibídem y el Acuerdo 2915 de 1996, a título de culpa, dado que el disciplinable incumplió su obligación de hacer llegar dentro del término legal las estadísticas del segundo, tercer y cuarto trimestre del año 2006 y la del segundo trimestre del año 2007, contraviniendo lo dispuesto en el citado acuerdo (fls. 40-47 c.o.).  
6.- Notificado del anterior auto el funcionario investigado (fl. 51 c.o.), presentó escrito de descargos el 22 de julio de 2009, solicitando se le excluya de responsabilidad disciplinaria por cuanto realizó la presunta conducta en el ámbito de inimputabilidad, y como consecuencia de ello se archiven las diligencias.

Adujo el funcionario encartado, que debido a inconvenientes tanto en el hardware, como en el software, no pudo enviar de manera oportuna las estadísticas, lo cual puso en conocimiento de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria mediante oficio No. 1460 del 14 de julio de 2008; razón por la que su despacho no incurrió o cohonestó el incumplimiento voluntario de los deberes y obligaciones consagrados en la Constitución Política, la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia y en el Código Disciplinario Único.

Señaló que analizando el conjunto de los hechos alegados en su defensa, se encuentra que no fue su actitud la que determinó el resultado que se le reprocha, sino circunstancias ajenas que prolongó en el tiempo la emisión de la información estadística que se dieron en el interregno de la mora, tales como el cúmulo de trabajo y actuaciones cursantes para la época, entre las que se cuentan las tutelas que debió atender en ese lapso, además de las reiteradas fallas en el sistema, de la vetustez de los equipos, de la insuficiencia e incapacidad del hardware, de la escasez de personal adecuado para la recopilación oportuna de estadísticas, de la elaboración de archivos, la organización y manejo de los expedientes para incluirlos dentro del sistema de información de gestión judicial; adicional a ello contestó los múltiples requerimientos de la Magistrada MARÍA LEONOR VILLAMIZAR CORSO, profirió cientos de decisiones judiciales entre autos interlocutorios, de trámite, sentencias de diferentes índole, aún con el deterioro propio de su edad y sus graves afecciones de salud -hipoxemia severa, apnea hipopnea del sueño e hipertensión pulmonar, además de nódulos pulmonares al parecer por la manipulación de expedientes, lo que ha contribuido, tal como consta en la historia clínica de la EPS SANITAS, en que es oxígeno dependiente-.

Indicó que si bien es cierto, el funcionario investigado como director del despacho debe atender debidamente el cumplimiento de sus funciones, no lo es menos que pese a ello, no se le puede endilgar responsabilidad por actuaciones realizadas en la secretaría, como es el caso particular de recopilación de datos para la elaboración de estadísticas, pues es esa oficina quien maneja el archivo y la información recolectada del Juzgado, sin que sean de su conocimiento, toda vez que tan pronto se producen, son pasadas por el mismo sistema de gestión judicial para alimentar el SIERJU y debido a la gran carga laboral que manejan estos Juzgados Civiles del Circuito -que es de conocimiento general- impiden al Juez como director estar al tanto de todo lo que acaece en su despacho; esto materialmente es imposible, por cuanto “no somos seres celestiales sino hombres”.

Por otra parte informó, que en fecha anterior se inició investigación disciplinaria contra el señor Secretario de ese Juzgado, por las supuestas irregularidades en el trámite y producción de las estadísticas, que dieron lugar a la investigación de la referencia; considerando por lo anterior, que su conducta presuntamente culposa se compagina con la figura jurídica de la fuerza mayor y el caso fortuito en el manejo de la producción de estadísticas en Secretaría, situación que generó en algún grado la perturbación de la marcha normal en la emisión de las mismas, estadio que se consagra en el artículo 28 del Código Disciplinario Único, al hablar de las causales de exclusión de responsabilidad disciplinaria, cuando quien realiza la conducta lo hizo en el ámbito de fuerza mayor o caso fortuito y en situaciones de inimputabilidad.

Finalmente solicitó la práctica de las siguientes pruebas:

1. Testimoniales:

Los testimonios de los empleados del despacho señores MARTHA GRACIELA ROMERO, LÓPEZ, CALUDIA PILAR DIMAS TOVAR, JAIME AUGUSTO PEÑUELA QUIROGA, JUAN CARLOS ARAGÓN, y quienes fueron empleados del mismo CARLOS PINEDA LÓPEZ y FEDERICO GONZÁLEZ CAMPOS, quienes pueden dar fe de la asunción personal de la recepción de todos los medios probatorios en el Despacho por parte del investigado, reseñados en precedencia
2. Inspección Judicial:

- Se practique Inspección Judicial en las instalaciones del Juzgado 37 Civil del Circuito para: 1). Confrontar los listados y copiadores de sentencias , y copiadores de autos interlocutorios; autos de sustanciación, inspecciones judiciales, audiencias de conciliación y demás diligencias, actuaciones judiciales llevadas a cabo por el Despacho que hacen humanamente imposible cumplir con precisión los términos establecidos, así como la agenda en que se señalan las diligencias ya mencionadas que copan la totalidad del tiempo laborable. 2).La adecuación para la época de los hechos, de las instalaciones del Juzgado con suficientes anaqueles para la distribución y organización de los procesos. 3). El cúmulo de trabajo que debió ser evacuado para la época de las endilgadas moras. 4). El proceso de sistematización en el sistema de gestión judicial. 5). El proceso de confección   de archivos y digitación de expedientes en el sistema. 6) El archivo definitivo de los procesos. 7) El archivo de procesos en suspenso. 8).El archivo general de copias para traslados. 9). El archivo general de movimiento de carpetas y libros. 10). Examen e inspección directa de los equipos que existían para la época de la mencionada mora. 11). Al archivo de oficios de la época para determinar las innumerables quejas e inquietudes en relación con las fallas en el software y en el hadware.
- A la oficina y/o departamento de sistemas para corroborar lo aludido a las fallas tanto en el sistema de gestión como en el software.

- A la Dirección Seccional de Administración Judicial para corroborar lo aludido en las fallas tanto en el sistema de gestión cuanto en el software.

3. Documentales:

- Se oficie a la EPS SANITAS para que se establezca lo aducido acerca de los quebrantos de salud del investigado, el diagnóstico, el pronóstico y el tratamiento a seguir.

- A la empresa oxígenos de Colombia para que informe si alguna vez estuvo adscrito a ella en calidad de usuario, qué tipo de aparatos utilizó y si le proveyeron de oxígeno domiciliario, con determinación de fechas precisas.

- A la empresa AGAFANO para que mencione si está actualmente adscrito a ella en calidad de usuario, que tipo de aparatos utilizó y si le proveen de oxígeno domiciliario para el uso doméstico y para el portátil de LOX, con determinación de fechas precisas (fls.  52-61 c.o.).

7.- Mediante providencia del 14 de septiembre de 2009 la Sala a quo negó la práctica de las pruebas enunciadas en el numeral 2 del acápite de las “pruebas invocadas” por improcedente, toda vez que es indiscutible que la manera idónea de demostrar la existencia de una carga laboral excesiva, es a través de las estadísticas que mensualmente reportan los funcionarios judiciales en las que se consignan el número de sentencias, autos interlocutorios, autos de sustanciación, inspecciones judiciales, audiencias y demás actuaciones que desarrollan sin que sea necesario la práctica de inspección en el respectivo Despacho Judicial.

Por otra parte, ordenó la práctica de las pruebas enunciadas en los numerales 1 y 3 del acápite de las “pruebas invocadas”, y dispuso la práctica de unas de oficio (fls.  63-67 c.o.).

8.- La Secretaría General de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura mediante oficio radicado el 29 de octubre de 2009, remitió copia de las estadísticas presentadas por el doctor HERNANDO MORENO MUNÉVAR, en su calidad de Juez 37 Civil del Circuito de Bogotá, durante el período comprendido entre enero de 2006 a diciembre de 2007 (fls. 81-101).

9.- El Jefe de Grupo de Apoyo de Tecnología de la Dirección Seccional de Administración Judicial Bogotá - Cundinamarca de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura informó el 7 de octubre de 2009, respecto de los inconvenientes del hardware y software presentados en el Juzgado 37 Civil del Circuito, en los años 2006 y 2007, que esa Dirección Seccional no cuenta con datos históricos de los años en mención, que el Help Desk prestó el servicio entre el 01-10-2006 al 27-10-07, que la Dirección Ejecutiva Nacional en su área de informática contaba con 36 CD´s de informes de la firma ATOS ORIGIN, y que allí no se encontró datos específicos por Juzgado y/o número de servicios, ya que los reportes corresponden a estadísticas generales de acuerdo a los meses del contrato con dicha firma (fl. 102 c.o.).

10.- El día 24 de noviembre de 2009 la Magistrada de instancia recepcionó los testimonios de los empleados Juzgado 37 Civil del Circuito de Bogotá señores MARTHA GRACIELA ROMERO LÓPEZ, Oficial Mayor, JAIME AUGUSTO PEÑUELA QUIROGA, Secretario, CLAUDIA PILAR DIMAS TOVAR, Escribiente de descongestión y JUAN CARLOS ARAGÓN MORALES, Escribiente, quienes de manera conteste se refirieron a la congestión padecida por el despacho a cargo del investigado, sobre los obstáculos presentados en el sistema que no permitieron que ingresaran datos, y la función que cada uno tenía respecto a los informes estadísticos. 

Por otra parte, el Secretario indicó ser el encargado de obtener los datos para la información requerida, porque nadie más sabía hacer las estadísticas, de organizarlas y tenerlas listas para que el Juez las revisara, pero en más de una oportunidad se le informó sobre los inconvenientes que tenían con el sistema para recopilar los datos, problema que se le salía de las manos, pero fue informada la oficina de sistemas de esa situación que ocurría casi a diario. Igualmente manifestó que se estaba tramitando por esos mismos hechos un disciplinario en su contra por no haber recopilado a tiempo la información para el envío de las estadísticas correspondientes al segundo, tercero y cuarto trimestre de 2006 y la del segundo trimestre del año 2007 (fls. 106-122 c.o.).
11.- El Representante Legal de OXÍGENOS DE COLOMBIA LTDA, en escrito radicada el 19 de diciembre de 2009, informó que verificada la base de datos se estableció que el doctor HUGO HERNANDO MORENO MUNÉVAR identificado con la cédula de ciudadanía No. 17.091.021 de Bogotá, estuvo afiliado a la EPS SANITAS con el código 9820, y que esa entidad autorizó el suministro de oxígeno por medio de un equipo concentrador para CPAP junto a un cilindro de back up (equipo con capacidad de 6.0 mts), adicionalmente se entregó un equipo de suministro de oxígeno portátil. La última autorización correspondió al período del 1º al 31 de marzo del año 2007 (fls. 128-129 c.o.).
12.- El Representante Legal de AGA Fano Fábrica Nacional de Oxígeno S.A. informó el 11 de diciembre de 2009, que el señor HUGO HERNANDO MORENO MUNÉVAR, identificado con la cédula de ciudadanía No. 17.091.021 ingresó al programa de oxígeno domiciliario con AGAS FANO S.A., desde el día 22 de marzo de 2009. El suministro de oxígeno domiciliario se ha prestado por medio de un Termo Lox y un cilindro de respaldo (fl. 130 c.o.).
13.- La EPS SANITAS comunicó el 18 de diciembre de 2009, lo siguiente: 

“1. El señor Hugo Fernando Moreno Munévar identificado con C.C. No. 17.091.021 se encuentra vigente en EPS Sanitas como cotizante independiente.

2. Verificado nuestro sistema de autorización de servicios médicos, encontramos que en este año al señor Moreno se le han expedido volantes de autorización para servicios tales como: suministro de Oxígeno líquido domiciliario por presentar Enfermedad pulmonar Obstructiva Crónica, alquiler de C-.PAC por presentar Apnea del sueño y suministro de medicamentos¸ entre otros.

3. La información frente al estado de salud del afiliado, el diagnóstico y los tratamientos médicos que recibe el señor Moreno, se encuentra consignada en su Historia Clínica, documento cuya custodia corresponde al prestador de servicios de salud que la generó en el curso de la atención.

4. Teniendo en cuenta que EPS SANITAS S.A. brinda los servicios de salud a través de instituciones y médicos adscritos, la historia clínica de sus usuarios reposa en custodia de dichas instituciones y médicos.

Lo anterior, al tenor de lo dispuesto en el artículo 13 de la Resolución No. 1995 de 1990, norma que señala, que la custodia de la historia clínica corresponde al prestador de servicios de salud que la generó en el curso de la atención, lo que aunado a lo dispuesto en la misma Resolución sobre el carácter reservado de la Historia Clínica, nos permite indicarle que para obtener copia de dicho documento es necesario dirigirse a su prestador médico tratante, con el fin de que sea él quien le certifique el procedimiento adelantado en cada consulta, y las ordenes médicas que se hayan expedido.

5. En este año el señor moreno ha sido atendido en la Clínica Universitaria Colombia ubicada en la Calle 23 No. 66-46 y en el Clinicentro Sur Primavera ubicado en la Diagonal 3B No. 42-12, instituciones a las que remitimos el requerimiento presentado por ustedes para que procedan a enviar a ese despacho copia de las Historias Clínicas correspondientes.

…” (fls. 133-134 c.o.).
14.- El Juez 37 Civil del Circuito de Bogotá mediante oficio del 3 de agosto de 2010, informó que por motivos involuntarios dimanados de ese servidor judicial, el cuaderno contentivo de las diligencias disciplinarias seguidas contra el señor JAIME AUGUSTO PEÑUELA QUIROGA, Secretario del Despacho, originadas en el trámite del proceso Ejecutivo Hipotecario No. 2001-0441 de BANCO COMERCIAL AV VILLAS contra SOCIEDAD P.L.C. INGENIERÍA LTDA, se extravió con motivo de la manipulación de innumerables expedientes dentro de las labores de descongestión; indicando que se ordenó su búsqueda a fin de localizar el referido expediente (fl. 138 c.o.).

15.- Con auto del 23 de agosto de 2010 la Magistrada sustanciadora de instancia ordenó correr el traslado para alegar de conclusión a los sujetos procesales, de conformidad con el artículo 92 numeral 8 de la Ley 734 de 2002 (fl. 139 c.o.), quienes guardaron silencio. 

DE LA PROVIDENCIA APELADA
Mediante providencia del 29 de octubre de 2010, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Cundinamarca declaró responsable disciplinariamente al doctor HUGO HERNANDO MORENO MUNÉVAR, en su condición de Juez 37 Civil del Circuito de Bogotá, a título de culpa, por haber incurrido dentro de las circunstancias de tiempo, modo y lugar reseñadas, en el incumplimiento al deber funcional previsto en el numeral 1º del artículo 153 de la Ley 270 de 996, en concordancia con el artículo 108 ibídem y los numerales 3 y 5 del Acuerdo 2915 de 2005 del Consejo Superior de la  Judicatura, sancionándolo con suspensión en el ejercicio del cargo por el término de un (1) mes.  
La Sala Dual de instancia al realizar un recuento de lo acontecido procesalmente, encontró acreditada la materialidad de la conducta endilgada al funcionario encartado, prevista en el artículo 5° del Acuerdo 2915 de 2005, por cuanto inobservó la mencionada norma, dado que al 26 de febrero de 2007 no había remitido la estadística del segundo trimestre del 2006 -abril a julio-, la cual tenía que hacerlo los primeros cinco días hábiles del mes de julio de 2006; la del tercer trimestre -julio a septiembre- los primeros cinco días hábiles del mes de octubre de 2006 y la del cuarto trimestre -octubre a diciembre- debió reportarla dentro de los primeros cinco días hábiles a la terminación de la vacancia judicial, o sea a mediados de enero de 2007.

Así mismo, se tiene que el 2 de octubre de 2007, el investigado no había remitido a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, lo correspondiente a la estadística del segundo trimestre del año, la cual debía reportar dentro de los cinco primeros días del mes de julio de 2007, pues sólo la envió hasta el 3 de mayo de 2008.  

Ahora, adentrándose en el campo de la responsabilidad, no acogió las exculpaciones del encartado, pues si bien es cierto, de conformidad con las pruebas obrantes en el paginario, como son las correspondientes estadísticas, el testimonio de los empelados del despacho quienes al unísono mencionan el cúmulo de trabajo que tiene esa dependencia, no lo es menos que es bien sabido y de conocimiento público la gran carga laboral que tienen los Juzgados Civiles del Circuito de esta ciudad, sin embargo, y pese a ello, los Juzgados en su mayoría cumplen con su deber de enviar a más tardar al quinto día hábil del mes siguiente al vencimiento del período a reportar, la correspondiente estadística, por consiguiente se preguntó la Sala A quo, si los demás juzgados pueden cumplir con su obligación cuando también cuentan con cúmulo de trabajo, gran cantidad de tutelas, tienen la misma planta de personal e iguales equipos de trabajo, por lo que no se encuentra justificada la exculpación del encartado, pues si la mayor parte de los jueces puede cumplir con su obligación por qué no el inculpado.
De otro lado, recalcó la instancia, que si se presentaron inconvenientes tanto en el hardware como en el software, debió el funcionario investigado haber oficiado a la correspondiente oficina para solucionar el problema y no esperar hasta el año siguiente para corregir el inconveniente y remitir así las referidas estadísticas.

Además se dijo, que si el disciplinable delegó en el Secretario del despacho la función de elaborar la estadística y enviarla a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, como quedó demostrado con la prueba testimonial obrante en el paginario, dicho funcionario como director del Despacho tenía el deber de estar pendiente del cumplimiento de esta función por parte del señor secretario, y no desatenderse por completo, sino que debía estar atento de su oportuno envío, lo cual no hizo, pues es evidente que los reportes tardaron meses en ser enviados una vez vencido el término para ello, a pesar de los requerimientos realizados por la Sala Administrativa tal como se informó a folio 10 del c.o.

Por otra parte, señaló el a quo que no se encuentra demostrado dentro de las diligencias, que por tales hechos el encartado abrió investigación disciplinaria en contra del señor JAIME AUGUSTO PEÑUELA QUIROGA, pues éste en declaración rendida ante la Sala al preguntársele por el trámite del proceso manifestó que no se acordaba cuando se inició, se encontraba en pruebas y lo manejaba el inculpado; y a folio 138 obra el oficio 1893 del  3 de agosto de 2010 suscrito por el doctor MORENO MUNÉVAR, mediante el cual informó que por motivos involuntarios no pudo enviar copia del cuaderno contentivo de las diligencias disciplinarias seguidas contra el señor PEÑUELA QUIROGA, Secretario de ese Despacho, porque se extravió (fls. 146-160).

DE LA APELACIÓN

Al notificarse el disciplinable de la anterior decisión, interpuso recurso de apelación, solicitando la revocatoria del fallo de instancia, para que se absuelva de los cargos endilgados, conforme a los siguientes argumentos:

Adujo el encartado que no se tuvo en cuenta para la valoración probatoria en el momento de proferir sentencia dentro del presente disciplinario, el hecho protuberante que durante el segundo, tercero y cuarto trimestre de 2006 y el primero, segundo y tercer trimestre del año 2007, el cúmulo de trabajo en el Juzgado fue abultado, con inclusión de las tutelas que por aquella época se tramitaban en el Despacho a su cargo, como tampoco la fallas presentadas en los equipos que se encontraban al servicio del juzgado, ni el oficio No. 1460 del 14 de julio de 2008 por el cual se puso en conocimiento de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria algunos de los inconvenientes por los cuales no se pudo remitir la información estadística en oportunidad ni se contemplaron algunos de los pasajes consignados en los testimonios de los empleados del despacho que impidió al despacho Judicial a mi cargo rendir las estadísticas mencionadas dentro del término previsto; además de no haber tenido en cuenta sus padecimientos físicos.

Señaló además, que si bien es cierto el investigado, como Director del despacho debe atender debidamente el cumplimiento de sus funciones, no lo es menos que pese a ello, no se le puede endilgar responsabilidad por actuaciones no realizadas, pese a circunstancias de fuerza mayor y caso fortuito,  ni se puede desconocer en el caso materia de análisis que la recopilación de datos para la elaboración de estadísticas, es responsabilidad directa de la Secretaría. Por lo anterior, dijo el libelista, que su conducta presuntamente culposa se compagina con la figura jurídica de la fuerza mayor y el caso fortuito, con asidero en las explicaciones que en esta misma sustentación se dan respecto a la imposibilidad de producción oportuna de las endilgadas estadísticas.

También adujo el inconforme, que dentro de la alegada justificación de la mora en la producción de las estadísticas no se analizaron las mismas estadísticas producidas por el Juzgado donde se refleja la carga laboral a través del sistema de gestión, luego ellas debieron hacer parte del acervo probatorio, con el fin de demostrar la excesiva carga laboral con la que contaba el Juzgado, por lo que su actuación debe calificarse como justificada.

En cuanto a la valoración probatoria indicó el censor, que el operador jurídico de primera instancia cayó en error in iudicando por vía de hecho, puesto que hay un falso juicio en torno a las pruebas que llevaron a la aplicación indebida de la ley sustancial, dándose un manifiesto desconocimiento de las reglas de apreciación de la prueba, sobre la cual se ha fundado la sentencia, por consiguiente, al decir del apelante, se palpa, grosso modo, “la violación de la ley por un error de apreciación, lo cual conlleva a una  inferencia errónea, pues el desatino en el análisis de las pruebas allegadas y en los hechos alegados dentro del pliego de descargos, no permitieron, en su momento, el supuesto referido a la descontextualización de la supuesta culpa en el trámite de la producción de las estadísticas”. 

Por último y como complemento, respecto de la supuesta mora o dilación en el trámite del proceso de producción de las tan referidas estadísticas, dijo el encartado, no existió, por tanto, no puede atribuírsele, a menos, claro que se piense, que su función ha debido ocuparse con exclusividad a reparar los daños del sistema, las fallas del fluido eléctrico, etc., como si no tuviera más ocupaciones con el cúmulo de expedientes adicionales que se tramitan en el Juzgado, en desarrollo pleno del principio de inmediación y concentración, a lo cual se añade la elaboración de algunas sentencias y autos interlocutorios.

Finalmente solicitó se decreten y practiquen pruebas testimoniales, documentales y se realice inspección judicial.

ACTUACIÓN DE SEGUNDA INSTANCIA 

1.- Arribadas las diligencias a esta Superioridad, previo reparto del 4 de marzo de 2011, la Magistrada Ponente mediante auto del 7 de marzo de 2011 dispuso correr los traslados previstos en el artículo 90 de la Ley 734 de 2002, los cuales se cumplieron; se notificó a la Agente del Ministerio Público, y el disciplinado guardó silencio (fls. 3-8 c. 2ª Inst.).

2.- La Secretaría Judicial de la Sala certificó el 5 de abril de 2011, que el doctor HUGO HERNANDO MORENO MUNÉVAR, registra sanción de suspensión de un (1) mes (fl. 9 c. 2ª Inst.). Igualmente, que contra el funcionario investigado no cursa otros procesos por los mismos hechos (fl. 10 c. 2ª Inst.).

CONSIDERACIONES

1.- Competencia
Teniendo en cuenta lo dispuesto en los artículos 256 numeral 3º de la Constitución Política y 112 numeral 4º de la Ley 270 de 1996, es competente esta Colegiatura para conocer los recursos de apelación interpuestos contra las decisiones de primera instancia proferidas por las Salas Disciplinarias de los Consejos Seccionales de la Judicatura existentes en el país.

2.- Del inculpado 

De la prueba allegada, se puede establecer que el doctor HUGO HERNANDO MORENO MUNÉVAR, fungía como Juez 37 Civil del Circuito de Bogotá, al momento de la comisión de los hechos, pues tal condición fue acreditada por la Dirección de Gestión Humana de la Alcaldía Mayor de Bogotá, tal como obra a folio 9 del expediente.

3.- Del caso en concreto

Se aprecia que la conducta cuestionada al doctor HUGO HERNANDO MORENO MUNÉVAR, como Juez 37 Civil del Circuito de Bogotá,  se refiere específicamente al hecho que el disciplinable incumplió su obligación de reportar dentro del término legal las estadísticas del segundo, tercer y cuarto trimestre del año 2006 y la del segundo del año 2007, contraviniendo lo dispuesto en el Acuerdo 2915 de 2005 del Consejo Superior de la  Judicatura - Sala Administrativa.
Tal comportamiento fue enmarcado por la Sala de primera instancia en la comisión de faltas disciplinarias por incumplimiento del deber previsto en los numerales 1º del artículo 153 de la Ley 270 de 1996 -Estatutaria de la Administración de Justicia-, en concordancia con el artículo 108 ibídem y los numerales 3 y 5 del Acuerdo 2915 de 2005 de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la  Judicatura, sancionándolo con suspensión en el ejercicio del cargo por el término de un (1) mes, a título de culpa; normas que en su orden rezan:  
“ARTICULO 153. DEBERES. Son deberes de los funcionarios y empleados, según corresponda, los siguientes:

1. Respetar, cumplir y, dentro de la órbita de su competencia, hacer cumplir la Constitución, las leyes y los reglamentos”.

“ARTICULO 108. REPORTE DE INFORMACION. Las entidades oficiales que sean productoras de información estadística referida al sector justicia, deberán reportar esta información al Consejo Superior de la Judicatura en la forma y con la periodicidad que éste determine”.

 “ARTICULO TERCERO.- Funcionarios responsables: Corresponde a los Magistrados de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial, Tribunales Administrativos, Salas Administrativas y Jurisdiccionales Disciplinarias de los Consejos Seccionales de la Judicatura y Jueces de la República diligenciar y entregar, dentro de los términos establecidos en el presente acuerdo, los formularios únicos de recolección debidamente diligenciados”.  

 

“ARTICULO QUINTO.- Periodicidad: Debidamente diligenciados los formularios deben ser enviados en forma trimestral  a la Sala Administrativa del respectivo Consejo Seccional de la Judicatura, de acuerdo con las competencias establecidas en la ley y el reglamento que para el efecto expida la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, a más tardar el quinto día hábil del mes siguiente al vencimiento del período a reportar, así: 

 

Periodos Trimestrales. 

1. El primer periodo de cada año está comprendido entre el 1° de enero y el 31 de marzo.

2. El segundo periodo entre el 1° de abril y el 30 de junio.

3. El tercer periodo entre el 1° de julio y el 30 de septiembre.

4. El cuarto periodo entre el 1° de octubre y el 31 de diciembre.

(…)”.

Bajo tal perspectiva, esta Sala coincide con la decisión tomada por el fallador de primer grado, en tanto la providencia impugnada refleja con acierto la realidad probatoria vertida al infolio, al igual que la responsabilidad del encartado frente a los cargos que merecieron el reproche ético, por lo que se procede a evaluar la responsabilidad del encartado en razón de las decisiones sobre las cuales se cuestiona el quebrantamiento ético por parte del doctor HUGO HERNANDO MORENO MUNÉVAR, Juez 37 Civil del Circuito de Bogotá.
4.- De la apelación

Prima facie, esta Corporación precisa que al tenor del parágrafo del artículo 171 de la Ley 734 de 2002, cuyo texto legal es el siguiente: “El recurso de apelación otorga competencia al funcionario de segunda instancia para revisar únicamente los aspectos impugnados y aquellos otros que resulten inescindiblemente vinculados al objeto de impugnación”, sólo se referirá a los aspectos de inconformidad del disciplinado frente a la sentencia recurrida.

Aduce el inculpado, que no se tuvo en cuenta en la valoración probatoria al momento de proferir sentencia de primera instancia, los inconvenientes que impidieron remitir en la oportunidad legal los reportes estadísticos del despacho a su cargo, y que en el caso materia de análisis la recopilación de datos para la elaboración de estadísticas es de responsabilidad directa de la Secretaría, que a criterio del inculpado, por estas circunstancias su presunta conducta culposa se compagina con la figura jurídica de la fuerza mayor y el caso fortuito, en tanto, no se le puede endilgar responsabilidad alguna

Frente a este punto considera la Sala que no le asiste razón al impugnante en sus planteamientos, toda vez que lo que se observa en la conducta del investigado es el incumplimiento de deberes descritos en el Estatuto Orgánico de la Administración de Justicia en sus artículos 108 y  153.1, así como el desconocimiento de las previsiones de los numerales 3 y 5 del Acuerdo 2915 de 2005 de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, referentes a la remisión oportuna de la información estadística  de los despachos judiciales, y que el funcionario inculpado, pese a haber rendido estadísticas la gran mayoría de los otros despachos judiciales, tan sólo envió las del Juzgado a su cargo correspondientes al segundo, tercer y cuarto trimestre de 2006 en marzo de 2007, y la del segundo trimestre de 2007 el 3 de mayo de 2008; además que de acuerdo con las norma incumplidas, la obligación de remitir las estadísticas recae en el operador judicial a cargo del despacho y no en la Secretaría del despacho, por tanto tal argumento no tiene vocación para derruir los cargos irrogados.  

Por otra parte señaló que dentro de la alegada justificación de la mora en la producción de las estadísticas no se analizaron las mismas producidas por el Juzgado donde se reflejaba la carga laboral a través del sistema de gestión con la que contaba el despacho, en tanto debieron hacer parte del acervo probatorio, con el fin de demostrar lo alegado, que al decir del apelante, la actuación debe calificarse como justificada.

Ahora bien, no pueden ser de recibo para esta Superioridad las alegaciones anteriormente aducidas, pues en nada tenía injerencia la excesiva carga laboral con que contaba el despacho a su cargo, por cuanto lo cuestionado dentro del presente asunto es la tardanza en remitir las estadísticas de producción dentro de los términos  legales; razón por la cual la actuación no puede calificarse como justificada, siendo este el motivo por el cual deviene el reproche ético para el encartado, por lo que igualmente no prospera tal exculpación.

Igualmente tampoco resulta aceptable la exculpación frente a los daños en los sistemas del juzgado a cargo del disciplinable, pues como bien se dijo de ello no hubo constancia de haberse informado oportunamente tal hecho, sino lo vino a exponer el encartado cuando tuvo conocimiento de estas diligencias.

En suma se encuentra debidamente acreditada la ausencia de causal alguna de justificación de la conducta típica esgrimida por el funcionario sancionado con las pruebas señaladas, y al no ser de recibo sus exculpaciones, se acredita sin asomo de dudas la responsabilidad del mismo frente a la falta enrostrada. 

Finalmente, en cuanto a la solicitud de pruebas testimoniales, documentales y de inspección judicial, advierte la Sala que no es procedente, por cuanto a la luz del artículo 171 de la Ley 734 de 2002, en segunda instancia sólo se podrán practicar pruebas de manera oficiosa, no siendo este el caso.
Lo anterior le permite a esta Superioridad, inferir claramente que el juez investigado trasgredió e inobservó normas tan precisas como el numeral 1° del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, en concordancia con el artículo108 ibídem y los numerales 3 y 5 del Acuerdo 2915 de 2005 del Consejo Superior de la Judicatura Sala Administrativa, lo que de acuerdo con las probanzas ampliamente reseñadas en esta considerativa, se concluye indefectiblemente que el a quo no incurrió en vía de hecho alguna como lo pretende acreditar el disciplinado; en tanto, se encuentran reunidos los presupuestos de certeza de la comisión del hecho y de la responsabilidad del inculpado frente a los mismos.

4.- De la sanción 

En cuanto al reproche deducido, lo cierto es que el A quo tuvo en cuenta los parámetros dados por los artículos 42, 43, 44, 45, 46-2 y 47 de la Ley 734 de 2002, pues para las faltas graves culposas dichas normas consagran como sanción la suspensión en el ejercicio del cargo que oscila entre un mes y doce meses, pero, dado que la instancia le impuso al disciplinado la mínima, pese a registrar antecedentes disciplinarios, frente a tal decisión esta Superioridad comparte lo resuelto por el operador judicial de primer grado al cobijarlo con un mes de suspensión en el ejercicio del cargo.
Por todo lo anterior, esta Corporación, procederá a confirmar integralmente el fallo apelado, que sancionó al doctor HUGO HERNANDO MORENO MUNÉVAR, en su condición de Juez 37 Civil del Circuito de Bogotá, con suspensión en el ejercicio del cargo por el término de un (1) mes, al haber incumplido los deberes consagrados en el numeral 1º del artículo 153 de la Ley 270 de 996, en concordancia con el artículo 108 ibídem y los numerales 3 y 5 del Acuerdo 2915 de 2005 del Consejo Superior de la  Judicatura, y ordenará la mutación de la anterior sanción a multa por su equivalente al salario del funcionario al momento de los hechos, en caso que al imponerse, el doctor MORENO MUNÉVAR no fungiere como funcionario judicial. Igualmente deberá comunicarse la sanción a la Sala Administrativa del Consejo Superior y Seccional de la Judicatura de Bogotá, antes Cundinamarca, a la Procuraduría General de la Nación y a la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, en el evento que el caso amerite la conversión a multa.
En mérito de lo expuesto, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO: NEGAR las pruebas solicitadas por el apelante, conforme se dijo en la considerativa de esta providencia.
SEGUNDO: CONFIRMAR integralmente el fallo apelado, mediante la cual la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Cundinamarca sancionó al doctor HUGO HERNANDO MORENO MUNÉVAR, en su condición de Juez 37 Civil del Circuito de Bogotá, con suspensión en el ejercicio del cargo por el término de un (1) mes, al haber incumplido los deberes consagrados en el numeral 1º del artículo 153 de la Ley 270 de 996, en concordancia con el artículo 108 ibídem y los numerales 3 y 5 del Acuerdo 2915 de 2005 del Consejo Superior de la  Judicatura, conforme las consideraciones expuestas en esta sentencia.

TERCERO: ORDENAR la mutación de la anterior sanción a multa por su equivalente al salario del funcionario al momento de los hechos, en caso que al imponerse, el doctor MORENO MUNÉVAR no fungiere como funcionario judicial, tal como se dijo en el cuerpo de esta providencia.
 CUARTO: NOTIFICAR personalmente esta decisión al disciplinado, comuníquese la sanción a la Sala Administrativa del Consejo Superior y Seccional de la Judicatura de Bogotá, antes Cundinamarca, a la Procuraduría General de la Nación y a la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, en el evento que el caso amerite la conversión a multa, tal como se dispuso en la parte considerativa de la presente decisión.
QUINTO: REMITIR el expediente a la Colegiatura de instancia.
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